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Escrito sobre la Lista de Cuestiones Previas al Informe de Australia

del Grupo de Trabajo para el Informe Paralelo de la Sociedad Civil Australiana

Se presenta este escrito en nombre del Grupo de Trabajo para el Informe Paralelo de la Sociedad Civil Australiana, compuesto por las siguientes Organizaciones de Personas Discapacitadas (DPOs), organizaciones para la defensa de la discapacidad, centros de asesoramiento jurídico a los discapacitados y organizaciones de derechos humanos:

· People with Disability Australia (PWDA) - Personas con Discapacidad de Australia

· Australian Federation of Disability Organisations (AFDO) - Federación Australiana de Organizaciones de Discapacitados

· First Peoples Disability Network Australia (FPDN) - Red de Personas Discapacitadas de Australia

· Disability Advocacy Network Australia (DANA) - Red para la Defensa de los Discapacitados de Australia

· Queensland Advocacy Incorporated (QAI)- organización para la defensa de los discapacitados de Queensland

· Australian Centre for Disability Law (ACDL) - Centro Australiano de Derecho en materia de Discapacidad

· Australian Disability Rights Network (ADRN) - Red Australiana en defensa de los Derechos de los Discapacitados

· Redfern Legal Centre (RLC) - Centro Jurídico de Redfern

· Australian Human Rights Centre (AHR Centre) Centro Australiano para los Derechos Humanos

Este Grupo de Trabajo se formó en 2009 con el objeto de redactar un informe sobre el cumplimiento por parte de Australia del Convenio de las Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad (CRPD). El Informe, Disability Rights Now - Derechos de los Discapacitados en la Actualidad - fue publicado en agosto de 2012, tras el estudio y consulta realizados en toda Australia entre personas con discapacidad, DPOs and organizaciones para la defensa de la discapacidad.  También se presentó al Comité como Informe Paralelo.  

El presente escrito destaca las áreas que más nos preocupan en cuanto a los avances realizados por Australia en la implantación del CRPD, y propone cuestiones que podrían ayudar al Comité a investigar dichas áreas detenidamente durante el diálogo constructivo con la Delegación de Gobierno australiano en septiembre de 2013. 

Las principales áreas que se tratarán en el presente escrito hacen referencia a páginas concretas con información más detallada del Informe Disability Rights Now, que se encuentra en la página web de OHCHR - Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH).

Marco legislativo y político (Artículos 4, 5, 7 y 33 del CRPD)

Incorporación del CRPD al derecho nacional (p. 36 y siguientes, Disability Rights Now [DRN])
Australia no ha incorporado el CRPD a su legislación nacional a través de normativa amplia y exigible judicialmente. La normativa existente, como la Ley contra la Discriminación por Discapacidad [Disability Discrimination Act] de 1992 (Commonwealth (Cth)) se queda muy corta con respecto a las obligaciones contenidas en el Convenio. 

Igualdad y No-Discriminación (p. 39 y siguientes, DRN)
Aunque la Ley contra la Discriminación por Discapacidad de 1992 (Cth) (DDA) considera ilegal discriminar a las personas, directa o indirectamente, por razón de su discapacidad, en ciertas áreas de la vida pública, siguen existiendo importantes limitaciones. Ciertos aspectos de las leyes contra la discriminación limitan la potestad de las personas con discapacidad de denunciar casos de discriminación, obtener soluciones efectivas a la violación de sus derechos y alcanzar una verdadera igualdad. Por ejemplo, en la legislación actual no existe protección frente a delitos de difamación o los motivados por prejuicios, y la DDA prevé la defensa de la discriminación cuando evitar la misma podría causar un sufrimiento injustificado. Por otro lado, el proceso para resolver las denuncias por discriminación conlleva, como primer paso, la conciliación independiente por parte de la Comisión Australiana sobre Derechos Humanos, sometiéndose el conflicto a un tribunal para su resolución únicamente en caso de que se rompan las negociaciones. Ello supone que, en la práctica, es posible resolver los casos de violación de derechos humanos de manera confidencial en vez de públicamente en los tribunales, a la vez que se reduce la oportunidad de acometer aspectos de discriminación sistémica y crear progresivamente jurisprudencia en materia de derechos humanos a través del sistema jurídico.  

El Proyecto de Ley de Derechos Humanos y Contra la Discriminación [Human Rights and Anti-Discrimination Bill] de 2012 es un intento de consolidar las cinco leyes contra la discriminación existentes en la Commonwealth en una única y amplia ley. Uno de los fines concretos de la consolidación de dicha normativa es resolver el problema de la discriminación interseccional. Las personas que experimentan doble discriminación, por ejemplo, personas aborígenes o isleños del Estrecho de Torres con alguna discapacidad, no disponen de acciones legales para la interacción de ambos supuestos de discriminación. En el momento de su redacción, el Gobierno había elegido no avanzar en la aprobación de la Ley de Derechos Humanos y Contra la Discriminación en el Parlamento. 

La Estrategia Nacional sobre Discapacidad (p. 36 y siguientes, DRN)

La Estrategia Nacional sobre Discapacidad [National Disability Strategy] (NDS) establece un marco político nacional que sirva de guía a los Gobiernos Estatal y Territoriales de Australia en el cumplimiento de sus obligaciones a tenor del CRPD. Dicho marco incluye metas y objetivos bajo seis áreas de políticas públicas en materia general y específica sobre discapacidad. No obstante, no ha habido un compromiso claro que ponga los medios para la implementación de dicho plan.

Marco relativo a los menores con discapacidad (pp. 48-49, DRN)

El nombramiento del Comisionado Nacional para la Infancia por parte del Gobierno australiano es, sin duda, una gran noticia.

El Marco Nacional para la Protección de los Menores en Australia se centra únicamente en la protección del menor frente a casos de violencia, abuso y abandono. Australia no dispone de un marco político nacional amplio relativo a la infancia, que articule cómo se deberían implementar, supervisar y promover los derechos de los menores, incluidos los menores discapacitados. Los niños(as) y jóvenes con discapacidad no disponen de oportunidades adecuadas o información accesible que les ayude a expresar sus opiniones libremente en asuntos que les conciernen, no existiendo un enfoque nacional amplio que persiga su punto de vista.  

Consulta con los discapacitados (p. 197 DRN)

Australia no está contando efectivamente con las personas discapacitadas y sus organizaciones en todas las fases de planificación, implementación y supervisión de la implementación del CRPD. Las iniciativas a tal respecto siguen siendo poco sistemáticas. Por ejemplo, se ha establecido un grupo de organizaciones de personas discapacitadas que sirva como referencia para la implantación y que asesore sobre la NDS, pero no existe un marco de trabajo que funcione como guía al proceso para la consecución de un compromiso significativo y efectivo entre el Gobierno y las personas con discapacidad y sus organizaciones, tanto en cuestiones de desarrollo de políticas como de reforma legislativa.   

Acceso a un asesoramiento independiente (pp. 37-38, DRN)

El apoyo en materia de asesoramiento a las personas con discapacidad es desigual y está gravemente racionado en Australia, a pesar del compromiso reciente por parte del Gobierno, en el Marco Nacional para el Asesoramiento a la Discapacidad, de actuar en pos del objetivo de los discapacitados para que accedan a un asesoramiento independiente y efectivo que promueva, proteja y garantice el disfrute por su parte de todos los derechos humanos. Este es el caso concreto de la población aborigen y de isleños del Estrecho de Torres con discapacidad y otras personas con discapacidad de distinto origen lingüístico y cultural.

Cuestiones propuestas:

· ¿Cuándo y cómo incorporará Australia el CRPD a la legislación nacional?

· ¿Cómo reformará Australia sus leyes contra la discriminación y, en concreto, el sistema de denuncia individual, para garantizar que se resuelven los casos de discriminación sistémica?

· ¿Cuándo y cómo creará el Gobierno australiano un Marco de Trabajo o unas Directrices que sirvan para involucrar a las personas con discapacidad y sus organizaciones en los procesos de desarrollo de políticas y reforma legislativa? 

· ¿Cuándo tomará medidas y pondrá los medios Australia para la implantación de la Estrategia Nacional sobre Discapacidad?

· ¿Cómo hará el Comisionado para la Infancia para proteger, promover y garantizar los derechos de los menores discapacitados, tal y como se establecen en el CRPD?  

· ¿Qué medidas pretende tomar el Gobierno australiano para conseguir su objetivo de garantizar el acceso a un asesoramiento independiente por parte de las personas con discapacidad? ¿Existen medidas y financiación específicas destinadas a garantizar la disponibilidad de asesoramiento independiente para las personas aborígenes y del Estrecho de Torres con discapacidad y otras personas discapacitadas de distinto origen lingüístico y cultural?

Igualdad ante la Ley (Artículo 12, p. 70 y siguientes DRN)

Existen algunas leyes, políticas y prácticas en Australia que niegan o disminuyen el reconocimiento de las personas con discapacidad como personas ante la ley, o niegan o disminuyen la posibilidad de talas personas de ejercer su capacidad jurídica. Ello ocurre en áreas tales como los servicios financieros, votaciones, funcionariado, participación en consejos, acceso a la justicia, otorgamiento de testamentos y declaraciones, posibilidad de las personas con impedimentos cognitivos de participar como testigos en procesos judiciales y facultad de las personas con discapacidad de elegir el apoyo que necesitan, quiénes y cuándo se lo proporcionarán. 

Las leyes en materia de tutela, administración del patrimonio y salud mental regulan en Australia el área de la capacidad jurídica, administración económica y sustitución en la toma de decisiones. Dichas leyes difieren entre Estados y Territorios, lo que resulta en ausencia de uniformidad, y se centran principalmente en la capacidad de las personas para llevar a cabo actos concretos en vez de mirar cómo se puede apoyar a las personas para realizar dichos actos por si mismas. Además de no poseer un sistema tutelar plenario, Australia, con dichas leyes, incumple, colisiona o no respeta las obligaciones previstas en el CRPD. 

Cuestiones propuestas:

· ¿Cuándo retirará Australia su declaración interpretativa relativa al Artículo 12?

· ¿Cuándo modificará Australia su legislación a fin de ofrecer modelos para la toma de decisiones asistida, en vez de mantener la alternativa de la sustitución en la toma de decisiones?

· ¿Cómo planea Australia promover, desarrollar y supervisar la implementación de alternativas a la toma de decisiones sustituida?

Acceso a la Justicia (Artículo 13)

Denegación de adaptación razonable (p. 74 DRN)
No existe formación obligatoria ni coherente para los funcionarios judiciales, los profesionales de la justicia y el personal judicial sobre cómo adaptarse a las personas con discapacidad en todas las jurisdicciones australianas, ni hay directrices que dispongan cómo se puede apoyar a las personas discapacitadas de modo que participen en todos los aspectos de un procedimiento judicial. La ausencia de este marco de trabajo hace que las personas con discapacidad no dispongan normalmente de la ayuda que requieren para involucrarse efectivamente en todos los procesos del sistema judicial,
 persistiendo las actitudes negativas que interponen barreras para acceder a la justicia.
 
Financiación insuficiente de los servicios jurídicos (p. 75 DRN)

Las personas con discapacidad en Australia están sobre-representadas en el sistema judicial, ya sea como demandantes, litigantes, imputados o víctimas. Los pocos fondos dedicados a los servicios jurídicos comunitarios han dado lugar a que sólo los más pobres puedan optar a representación legal y, normalmente, sólo en cuestiones penales. Las reclamaciones civiles y administrativas que afectan a las personas con discapacidad reciben apoyo mínimo, incluso cuando las mismas hacen referencia a temas sustanciales relativos a derechos humanos.

Cuestiones propuestas:

· ¿Cómo se ofrece una adaptación razonable a las personas con discapacidad para garantizar la justicia procesal? 

· ¿Cómo se ofrece a las personas con impedimentos de comunicación, visuales y cognitivos la adaptación necesaria para prestar declaración?

· ¿Cómo se financian los servicios jurídicos comunitarios para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad?

Justicia Penal y detención (Artículo 14) 

Sobre-representación (p. 74 y 83 DRN)

Las personas con discapacidad se enfrentan a muchas dificultades en el sistema penal de justicia. Los funcionarios de policía reciben una mínima formación sobre concienciación en materia de discapacidad
 y pocos Gobiernos estatales y territoriales han establecido programas de alternativa judicial que impidan el contacto innecesario con el sistema judicial penal, que a menudo conlleva multas múltiples, reincidencia y encarcelamiento de las personas con discapacidad.
 Los informes indican asimismo que las personas discapacitadas tienen más posibilidades de ser cuestionadas, arrestadas y detenidas por la policía debido a su 'conducta desafiante'.
 Consiguientemente, las personas con discapacidad están sobre-representadas, tanto en el sistema penitenciario como en el sistema judicial juvenil. Una vez en prisión, las personas con discapacidad no disponen por lo general de la ayuda y medidas necesarias para mantener su seguridad y disfrute de otros derechos humanos, pudiendo experimentar violaciones adicionales de sus derechos, por ejemplo, confinamiento prolongado en solitario.

Detención indefinida (p. 85 DRN)

Las personas con discapacidad, principalmente aquellas con deficiencias cognitivas, consideradas 'no aptas' para comparecer en juicio debido a su deficiencia, pueden permanecer indefinidamente en prisión debido a la inexistencia de alternativas de alojamiento y soporte adecuados.
 Esta práctica de detención arbitraria la sufren desproporcionadamente los aborígenes y los isleños del Estrecho de Torres con discapacidad.
  

Mujeres (p. 80 DRN)

Las mujeres con discapacidad representan entre el 30 y el 50 por ciento de la población total encarcelada en Australia. El porcentaje de mujeres con discapacidad en prisión es mayor que el de hombres con discapacidad, y el número de mujeres aborígenes y del Estrecho de Torres con discapacidad es también mayor que su cifra equivalente en hombres.

Menores y jóvenes (pp. 80-81 y 98-99 DRN)
Los menores con discapacidad están sobre-representados en el sistema judicial juvenil australiano, no existiendo un enfoque coordinado para investigar e implementar medidas que solventen dicha cuestión. La evidencia disponible es indicativa de la dimensión del problema. Por ejemplo, casi la mitad de los jóvenes que se encuentran en centros de detención de Nueva Gales del Sur tienen alguna discapacidad intelectual o 'límite',
 y conforme a un estudio realizado, la mayoría de los jóvenes resultaron tener un 'trastorno psicológico' (85 por ciento), y dos tercios (73 por ciento) dos o más 'trastornos psicológicos'. 

El riesgo incrementado de jóvenes con discapacidad que entran en el sistema judicial juvenil va ligado a fallos que incluyen: la ausencia de servicios de apoyo y de programas adecuados de tratamiento e intervención en la conducta; el uso de prácticas de servicio inapropiadas y dañinas, tales como coerción física y medicación; el riesgo o la existencia real de abuso físico o sexual; y la dependencia de la policía para resolver conductas 'desafiantes'.
 Se suele hacer mayor hincapié en castigar el delito y rehabilitar que en proporcionar un servicio adecuado de evaluación, intervención y soporte.

Cuestiones propuestas:

· ¿Qué medidas está tomando Australia para combatir la sobre-representación de las personas con discapacidad en el sistema judicial penal?

· ¿Qué pasos se están danto para terminar con el uso no seguro de prisiones para la gestión de las personas discapacitadas no condenadas, en particular, los ciudadanos aborígenes y los habitantes del Estrecho de Torres con discapacidad? ¿Qué opciones de soporte y alojamiento alternativos se han desarrollado?

· ¿Qué procesos y procedimientos existen en el sistema judicial penal que garanticen la provisión de alojamiento razonable a las personas con discapacidad que se encuentran privadas de su libertad?

Malos tratos (Artículos 15 y 17)

Normativa en materia de salud mental (p. 114 DRN)

En Australia, las personas con discapacidad están sujetas a una variedad de prácticas que interfieren significativamente con su integridad mental y física, llegando incluso a sometérseles de manera obligada a neurocirugía y terapia de electroshock. La normativa sobre salud mental difiere por Estados, pero todas ellas resultan gravemente preocupantes, entre otros, por problemas como la arbitrariedad en la detención y sometimiento obligatorio a tratamiento de las personas discapacitadas.

El Gobierno australiano entiende que los marcos legislativo, político y práctico existentes, que rigen la asistencia o tratamiento obligatorios, están en línea con el Artículo 17 del CRPD y que no se requiere ninguna mejora ni reforma. Desde la ratificación del CRPD, un número de personas con discapacidad y sus representantes en Australia han cuestionado la validez de la legislación independiente en materia de salud mental, dado que prevé limitaciones a los derechos humanos basándose en razones de discapacidad.
 

Prácticas restrictivas (p. 90 DRN)

En Australia, las personas con discapacidad, en particular, aquellas con discapacidad cognitiva o psicosocial, se ven sujetas normalmente a prácticas, reguladas o no, de modificación o restricción de la conducta, tales como aislamiento y restricción química, mecánica y física. Aunque Australia ha ratificado el Convenio contra la Tortura y Otros Tratos o Castigos Crueles, Inhumanos y Degradantes (CAT),
 las medidas de protección legislativa, estatales y territoriales, no se extienden a actos constitutivos de tratamiento inhumano y degradante. La Estrategia Nacional sobre Discapacidad (NDS) identifica la medida de "revisar legislación y prácticas restrictivas desde la perspectiva de los derechos humanos", pero todavía no se ha aportado recomendación alguna.

Prácticas restrictivas y menores (p. 166 y 167 DRN)

Existe una gran inquietud acerca del uso de prácticas restrictivas, tanto en las escuelas generales como 'especiales', existiendo denuncias desde diversos lugares de Australia en el sentido de que los menores son atados a las sillas, encerrados en salas de aislamiento, restringidos físicamente y recluidos, bajo el pretexto de políticas y prácticas de 'gestión de la conducta'.
 

Cuestiones propuestas:

· ¿Cuándo retirará Australia su declaración interpretativa relativa al Artículo 17?

· ¿Cómo planea Australia desarrollar mecanismos alternativos para sus regímenes existentes en materia de salud mental, y derogar la normativa que prevé limitaciones a los derechos humanos por razón de discapacidad?

· ¿Qué medidas está tomando Australia para identificar y eliminar el uso de prácticas restrictivas ejercidas sobre niños(as) y jóvenes con discapacidad en escuelas de ámbito general y en las segregadas?

· ¿Cuándo ratificará Australia el OPCAT - Protocolo Facultativo del Convenio contra la Tortura? ¿Qué mecanismos existen en la actualidad para la supervisión de los lugares de detención donde residen las personas con discapacidad, a fin de prevenir los malos tratos?

· ¿Aborda la revisión realizada por el Gobierno de las prácticas restrictivas la eliminación de las prácticas restrictivas y de modificación de la conducta que provocan daños y castigo a las personas con discapacidad? 

· ¿Aborda la revisión realizada por el Gobierno de las prácticas restrictivas la necesidad de eliminar enfoques medioambientales y de 'tratamiento', tales como instituciones, atención residencial y prácticas sanitaras mentales, que exacerben la conducta de tal modo que pueda llevar a la aplicación de limitaciones y restricciones dañinas?

Violencia, Explotación, Abuso y Abandono (Artículo 16)

En Australia, las personas con discapacidad experimentan mayores niveles de violencia, explotación, abuso y abandono que las personas sin discapacidad. Esto es así independientemente de que vivan en algún tipo de institución o en comunidad. No obstante, no existe estrategia nacional que persiga abordar tal problema.

Acoso sexual de mujeres con discapacidad (pp. 46 y 111 DRN)

Más del 25% de los casos de violación denunciados por mujeres en Australia se ha perpetrado contra mujeres con discapacidad.
 Se estima que entre el 50 – 70 por ciento de las mujeres con discapacidad psicosocial, en Australia, han sufrido en el pasado abusos físicos o sexuales, incluido el abuso sexual infantil.
 A pesar de esta importante incidencia de casos de explotación, violencia y abuso, existe una falta de conocimiento y experiencia dentro de los servicios de emergencia para situaciones de violencia doméstica, abuso sexual y mujeres, que impide la implantación de medidas y respuestas adecuadas en apoyo de las mujeres con discapacidad.  

Reconocimiento, prevención y solución del problema de la violencia doméstica (p. 102 DNR)

El Plan Nacional para Reducir la Violencia contra las Mujeres y sus Hijos/as 2010-2022, no contempla las formas especiales de violencia contra mujeres y menores con discapacidad ni las relaciones entre servicios dirigidos a situaciones de violencia doméstica y abuso sexual y los servicios dedicados a la discapacidad o a salud mental. Por otro lado, en términos de violencia familiar y doméstica, la legislación rara vez se interpreta en aplicación de personas con discapacidad que viven en establecimientos residenciales para discapacitados o entre una persona con discapacidad y su cuidador.
 Aunque las leyes prohíben el abuso físico y sexual, existen barreras importantes que impiden a los discapacitados denunciar abusos y conseguir que se investiguen y juzguen determinados incidentes.

Protección de menores con discapacidad (p. 103 DRN)

El Marco Nacional para la Protección de los Menores en Australia 2009-2020 incluye un número muy limitado de iniciativas que se centren específicamente en la protección de los menores y jóvenes con discapacidad frente al abuso y el abandono. Sólo dos de las cinco iniciativas tienen un enfoque nacional y ninguna de ellas proporciona el marco para identificar la incidencia, prevención o respuesta a la violencia, abuso o negligencia sufrida por menores con discapacidad.
 En 2013, se creó una Comisión Real en Respuesta Institucional al Abuso Sexual de Menores, a fin de que se investigaran dichos abusos dentro de establecimientos institucionales.

Cuestiones propuestas: 

· ¿Qué medidas se están tomando a nivel nacional para abordar los altos niveles de violencia, explotación, abuso y abandono sufridos por las personas con discapacidad? 

· ¿Qué pasos se están dando para incrementar la accesibilidad por parte de las personas con discapacidad a los servicios generales para situaciones de violencia doméstica?

· ¿Qué medidas específicas en cuanto a género y edad se han tomado en Australia para proteger exhaustivamente a las personas con discapacidad frente a la explotación, violencia y abuso? 

· ¿Qué medidas se están tomando para reconocer los abusos entre una persona con discapacidad y su cuidador como violencia doméstica (independientemente de que los cuidados se proporcionen en el hogar propio o en un establecimiento institucional)?

· ¿En qué medida investigará especialmente la Comisión Real en Respuesta Institucional al Abuso Sexual de Menores casos anteriores de abuso sexual contra menores con discapacidad? ¿Qué métodos utilizará para hacerlo?

Apoyo a la discapacidad y vida en la comunidad (Artículos 19 y 26)

Prestación inadecuada de servicios de apoyo a la discapacidad (p. 176 y siguientes DRN)

Conforme a la Ley de Servicios a la Discapacidad de 1986 (Cth) no existe un derecho de apoyo a la discapacidad, sino que el enfoque se encuentra en la prestación de servicios a la discapacidad. La cantidad, calidad, nivel de elección entre servicios e idoneidad de servicios varía ampliamente de un Estado a otro, lo que hace que el lugar donde viva una persona influya significativamente en las oportunidades que tiene para acceder a los servicios adecuados a sus necesidades. Los servicios a la discapacidad no son portátiles, en el sentido de que el derecho de las personas con discapacidad a desplazarse libremente dentro de Australia está asimismo limitado.  

En 2011, un informe de la Comisión de Productividad sobre Cuidados y Apoyo a la Discapacidad concluyó que "el sistema actual de apoyo a la discapacidad dispone de poca financiación, es injusto, está fragmentado y resulta ineficaz, dejando a la gente con discapacidad muy poca elección y ninguna seguridad a la hora de acceder a las ayudas adecuadas"
. En marzo de 2013, se aprobó una nueva normativa, la Ley de Cuidados a la Discapacidad, diseñada para introducir paquetes de financiación individualizados de ayuda a la discapacidad. Se tratará de un programa nacional destinado a garantizar que todas las personas con discapacidad tengan el mismo acceso a la ayuda razonable y necesaria que necesitan, independientemente del lugar donde vivan o de cómo desarrollaron su discapacidad. Los objetos y principios de la legislación hacen asimismo referencia a la promoción de la independencia y autodeterminación de las personas con discapacidad y la implementación del CRPD.   
Acceso a las ayudas a la discapacidad por parte de aborígenes e isleños del Estrecho de Torres (p. 526 y siguientes DRN)

Los australianos aborígenes se encuentran con barreras importantes para acceder a servicios y ayudas a la discapacidad, debido a la falta de servicios suficientes en áreas rurales y regionales, marginalidad social, actitudes culturales hacia la discapacidad y prestación culturalmente inadecuada de servicios
. Los programas y servicios de apoyo a la discapacidad no alcanzan de manera efectiva a mucha gente con discapacidad en estas comunidades remotas, o pueden no resultar flexibles o compatibles con sus valores y tradiciones culturales.

Reinstitucionalización (p. 127 DRN)

En Australia, muchas personas con discapacidad siguen obligadas a vivir en grandes instituciones residenciales, a fin de recibir las ayudas a la discapacidad que necesitan. Además, muchos gobiernos estatales y territoriales financian el desarrollo de 'instituciones contemporáneas’. Aunque de menor tamaño que las instituciones residenciales de épocas anteriores, dichas iniciativas siguen obligando a las personas con discapacidad a permanecer segregadas del resto de la comunidad y vivir agrupadas para recibir el apoyo necesario. Por ejemplo, los acuerdos de copropiedad o casas de grupo, donde las personas están obligadas a vivir juntas a fin de compartir servicios, o la construcción de comunidades de 'viviendas agrupadas' diseñadas especial y únicamente para discapacitados.

El diseño inaccesible de la vivienda social y privada también reduce considerablemente las posibilidades de las personas con discapacidad de acceder a una vivienda adecuada en la comunidad. Por ejemplo, más de 6.700 personas con discapacidad, menores de 65 años, están obligadas a vivir en hogares residenciales para mayores, debido a la poca oferta de opciones de alojamiento y apoyo adecuadas.
  Sólo el 36 por ciento de las personas con discapacidad que reciben ayudas económicas poseen su propia vivienda, comparado con el 69,8 por ciento de la población general
.

Cuestiones propuestas:

· ¿Cómo se medirá e informará sobre la consecución de los objetivos y principios de la Ley de Ayuda a la Discapacidad por lo que respecta al ejercicio del derecho a vivir en comunidad?

· ¿Cómo garantizará la implementación de la Ley de Ayuda a la Discapacidad que las personas aborígenes y habitantes del Estrecho de Torres con discapacidad se benefician de la introducción de ayudas a la discapacidad autogestionadas? ¿Cómo se está consultando con las personas discapacitadas aborígenes e isleños del Estrecho de Torres el diseño y la implantación de los cambios en la prestación de ayudas a la discapacidad?

· ¿Qué medidas toman los gobiernos australianos para garantizar que las personas con discapacidad reciben el apoyo necesario para vivir en comunidad, en las mismas condiciones que los demás?

· ¿Qué medidas se toman para prohibir el re-desarrollo de 'instituciones contemporáneas', donde las personas con discapacidad hayan de vivir para obtener ayudas?

Inmigración (Artículo 18 y 28)

Requisitos discriminatorios relativos a la salud (p. 121 y siguientes DRN)

En Australia, para poder obtener un visado, casi todos los solicitantes deben cumplir con el requisito de la salud
. Aunque el requisito de la salud no discrimina directamente a las personas con discapacidad, es mucho más fácil que éstas no puedan cumplirlo. Las normas actuales permiten la consideración, no pertinente, de las aportaciones sociales y económicas realizadas por las personas con discapacidad a la economía y vida en la comunidad de Australia
. Por ejemplo, un progenitor o familia que desee reubicarse en Australia para aceptar una oferta de empleo no podría hacerlo si deseara traer consigo a un hijo/a discapacitado, ya que probablemente el menor no conseguiría un visado por no cumplir con los requisitos de salud.

Acceso a la ayuda a los ingresos (pp. 193 y 194 DRN)

Para los inmigrantes que vienen a Australia (excepto aquellos que lo hacen por razones humanitarias) existe un plazo de espera de dos años para poder acceder a la ayuda general a los ingresos. Sin embargo, a los inmigrantes con discapacidad se les exige un plazo de diez años para poder acceder a la pensión de ayuda a la discapacidad
. El plazo de diez años supone dificultades financieras para los 5.000 inmigrantes afectados con discapacidad, sobre todo, si no pueden alcanzar la estabilidad económica a través del empleo
.

Cuestiones propuestas: 

· ¿Cuándo retirará Australia su declaración interpretativa relativa al Artículo 18?

· ¿Qué medidas está tomando Australia para acabar con la discriminación contra las personas con discapacidad en su normativa y políticas en materia de inmigración?

Respeto por el hogar y la familia (Artículo 23)

Esterilización no voluntaria u obligatoria (p. 152 DRN)

La esterilización no voluntaria u obligatoria de las personas con discapacidad, en especial mujeres y niñas con discapacidad, continúa siendo práctica habitual en Australia y ha sido objeto de las recomendaciones realizadas a Australia por el Comité sobre los Derechos de la Infancia, el Comité sobre la Eliminación de la Discriminación contra las Mujeres y el Consejo sobre Derechos Humanos. En febrero de 2013, se inició una Investigación del Senado sobre la esterilización no voluntaria u obligatoria de personas con discapacidad, que se publicará en abril de 2013.

Separación de menores de sus progenitores con discapacidad (p. 153 DRN)

Los progenitores con discapacidad, en particular aquellos con discapacidad intelectual y psicosocial se encuentran sobre-representados en el sistema de protección al menor, y sus hijos se ven separados de 

ellos en mayor medida que los de la población general
. En muchos casos, los menores son separados de sus progenitores de manera preventiva, a pesar de no existir prueba alguna de abandono, abuso y/o incompetencia por parte de éstos
.

Cuestiones propuestas:

· Tras la Investigación del Senado sobre Esterilización ¿qué pasos dará el Gobierno para cumplir con sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, a fin de prohibir la esterilización no voluntaria u obligatoria de las personas con discapacidad?

· ¿Qué medidas se están tomando para abordar el ámbito jurídico, político y social que da lugar a la separación o amenaza de separación de los bebés y menores de sus progenitores con discapacidad? 

Educación (Artículo 24, p. 162 y siguientes DRN)

Segregación

Los estudiantes con discapacidad siguen siendo ubicados en 'escuelas especiales' en toda Australia, a pesar del hecho de que los estudiantes con discapacidad que asisten a dichas escuelas especiales obtienen resultados más bajos que los de los estudiantes que reciben una educación general integradora
. Por otro lado, muchos estudiantes discapacitados en las escuelas generales son confinados en gran medida en ‘clases o unidades especiales’. Los menores y jóvenes con discapacidad de las áreas rurales y remotas, así como los de las comunidades aborígenes y del Estrecho de Torres, se enfrentan a todavía mayores dificultades para participar en el sistema educativo general, debido a la falta de transporte accesible, instalaciones educativas y profesores capacitados. Los informes indican que los estudiantes con discapacidad en las escuelas generales sufren un mayor nivel de acoso que el resto de los estudiantes, siendo este factor el más tenido en cuenta por los progenitores a la hora de decidir enviar a sus hijos a escuelas 'especiales'.

Impedimentos para una adaptación razonable 

Los estudiantes con discapacidad inscritos en las escuelas generales de Australia reciben a menudo una educación de menor calidad, que compromete su capacidad para llevar una vida adulta independiente y productiva
. Las modificaciones a los métodos curriculares de los estudiantes con discapacidad no suelen estar disponibles y la provisión, implementación y mantenimiento de equipos y tecnologías de adaptación no resulta, en general, adecuada para los casos de discapacidad
. Una barrera importante para ofrecer apoyo apropiado, de alta calidad e individualizado a los estudiantes con discapacidad, a todos los niveles, es la falta de profesores debidamente formados. Existe una mínima formación en conocimiento y sensibilización de las discapacidades, lo que resulta en un conocimiento poco adecuado de las diversas necesidades funcionales
. Una encuesta llevada a cabo entre 2.000 profesores en el curso 2008-2009 reveló que el 70 por ciento no se sentía adecuadamente formado para enseñar a estudiantes con discapacidad
. En 2010, Australia completó su estudio sobre financiación de las escuelas, el denominado estudio Gonski, que ofrecía una amplia gama de recomendaciones para una reforma de la financiación que mejorara el sistema educativo.

Cuestiones propuestas:

· ¿Cuándo desarrollará e implementará Australia una estrategia nacional para financiar a los estudiantes con discapacidad en centros educativos realmente integradores? 

· ¿Cómo se financiará la implantación de un sistema educativo integrador? 

Trabajo y Empleo (Artículo 27, p. 188 DRN)

Australia se ha movilizado para reformar las oportunidades profesionales y de empleo para las personas con discapacidad que trabajan en empleos segregados, las denominadas Empresas Australianas para Discapacitados (ADE)
. No obstante, las personas con discapacidad que trabajan en ADEs están sujetas a sueldos más bajos y peores condiciones que el resto de las personas. En virtud del Sistema de Soporte Salarial, los empleadores pueden retribuir a las personas discapacitadas basándose en su nivel de productividad, lo que normalmente equivale a sueldos por debajo del salario mínimo
. La reciente decisión del Tribunal Federal en la causa Nojin versus Commonwealth de Australia [2012] FCAFC 192 estimó que la ADE y la Commonwealth discriminaron ilícitamente a Nojin, en virtud del Artículo 6 de la Ley contra la Discriminación por Discapacidad de 1992 (Cth), al calcular su sueldo utilizando la Herramienta para el Cálculo de Salarios en Servicios Comerciales (BSWAT). 

Cuestiones propuestas:

· ¿Qué medidas está tomando Australia para garantizar un salario y otras condiciones laborales equitativas a las personas con discapacidad que trabajan en ADEs?  

· ¿Qué pasos está danto Australia para pasar de las ADEs a un sistema que ofrezca verdaderas oportunidades de formación y capacitación para el empleo, a fin de que las personas con discapacidad puedan acceder al mercado general de trabajo?
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